
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LAS LEYES DE 

ASOCIACIONES RELIGIOSAS Y CULTO PÚBLICO, Y DEL SERVICIO EXTERIOR MEXICANO, A 

CARGO DE LA DIPUTADA VERÓNICA BEATRIZ JUÁREZ PIÑA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO 

DEL PRD 

Quien suscribe, Verónica Beatriz Juárez Piña, diputada integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la 

Revolución Democrática, correspondiente a la LXIV Legislatura, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 

71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, 77 y 78 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, someto a la consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

decreto por el que se reforman y adicionan diversos artículos de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto 

Público y de la Ley del Servicio Exterior Mexicano , conforme a la siguiente: 

Exposición de Motivos 

Planteamiento del problema a resolver con la presente iniciativa 

Con la presente propuesta de iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona diversos artículos de la 

Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público y de la Ley del Servicio Exterior Mexicano, se pretende lograr 

la seguridad de las y los menores de edad, para erradicar su confrontación con la violencia en sus diversas 

manifestaciones, encontrando entre ellas: la física, sexual, psicológica o por negligencia. 

Por tanto, con las presentes reformas y adiciones, se busca dar cumplimiento a las “Observaciones Finales sobre 

los Informes Periódicos Cuarto y Quinto consolidados de México”, realizadas por el Comité de los Derechos del 

Niño de la Organización de las Naciones Unidas (CRC/C/MEX/4-5), en particular, a las preocupaciones y 

recomendaciones referentes al “Derecho de Niñas y Niños a una Vida Libre de toda Forma de Violencia”.1 

Se incluye entre ellas, a cientos de niñas y niños que han sido abusados sexualmente durante varios años por 

clérigos de la Iglesia católica y otras confesiones religiosas. El Comité está particularmente preocupado por la 

impunidad general que los autores de los abusos han disfrutado hasta el momento. 

Argumentos 

En nuestro país, datos censales de 2010 indican que residen 32.5 millones de niños y niñas de 0 a 14 años, en 

términos relativos representan 29 por ciento de la población total. 

Cabe señalar que el monto de niños y niñas ha aumentado ligeramente en las últimas décadas, aunque su 

participación porcentual ha disminuido. 

México se ha comprometido en diversos espacios nacionales e internacionales a brindar la atención a la niñez y 

la adolescencia, y su problemática vigente. 

Sabemos que en 1990 se llevó a cabo la Cumbre Mundial en favor de la Infancia, en la cual diversos países se 

comprometieron a instrumentar acciones encaminadas a la protección y cuidado de la niñez, particularmente 

aquellos que se encuentran en circunstancias desventajosas. 

Es así que en la Declaración Universal de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, se proclaman como 

derechos de la infancia, el cuidado y asistencias especiales que requieren. 



 

 
 

Sin duda, la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), suscrita y ratificada por nuestro país, a lo largo de 

54 artículos establece los derechos económicos, sociales y culturales de las niñas y niños. 

La Convención ofrece un panorama en el que la y el niño es un individuo y el miembro de una familia y una 

comunidad, con derechos y responsabilidades adaptados a su etapa de su desarrollo. Al reconocer los derechos 

de las y los niños, la Convención orienta firmemente su mandato hacia la personalidad integral de la niña o niño. 

En su artículo 19 se establece que: 

1. Los Estados Parte adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y educativas apropiadas 

para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos 

tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de 

un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo. 

2. Esas medidas de protección deberían comprender, según corresponda, procedimientos eficaces para el 

establecimiento de programas sociales con objeto de proporcionar la asistencia necesaria al niño y a quienes 

cuidan de él, así como para otras formas de prevención y para la identificación, notificación, remisión a una 

institución, investigación, tratamiento y observación ulterior de los casos antes descritos de malos tratos al niño 

y, según corresponda, la intervención judicial. 

De aquí, se desprenden las Observaciones Finales sobre los exámenes periódicos Cuarto y Quinto consolidados 

de México,2 para hacer frente a la pederastia clerical que se ejerce contra las y los menores mexicanos. 

Resaltando lo siguiente: 

35. El Comité está profundamente preocupado por los informes corroborados de cientos de niñas y niños que 

han sido abusados sexualmente durante varios años por clérigos de la Iglesia católica y otras confesiones 

religiosas. El Comité está particularmente preocupado por la impunidad general que los autores de los abusos 

han disfrutado hasta el momento, como lo reconoció la delegación del Estado parte, por el bajo número de 

investigaciones y de juicios contra los responsables, así como por la supuesta complicidad de funcionarios del 

Estado, así como por la falta de mecanismos de denuncia, de servicios y de compensaciones disponible para 

niñas y niños. 

36. El Comité insta al Estado parte a: 

(a) Tomar medidas inmediatas para investigar y llevar a juicio a todos los miembros de la Iglesia Católica 

Romana y de otras confesiones religiosas que hayan estado involucrados o hayan sido cómplices de abuso 

o explotación sexual contra niñas y niños, y se asegure que aquellos encontrados culpables reciban las 

sanciones proporcionales a la gravedad del delito que cometieron; 

(b) Proveer a niñas y niños víctimas de abuso sexual todos los servicios necesarios para su recuperación 

física y mental y para su reintegración social, y que sean compensados de manera adecuada; 

(c) Asegurar que las medidas específicas que se tomen para prevenir el abuso sexual por parte de los 

clérigos formen parte de todas las políticas relacionadas con la violencia contra la infancia, y que niñas 

y niños empoderados aprendan cómo protegerse del abuso sexual, y que estén conscientes de los 

mecanismos a los que pueden acercarse en caso de que se presente un abuso; 

(d) Tomar medidas concretas para crear conciencia sobre este tipo de abuso con el fin de superar la 

aceptación social y el tabú que rodean este tipo de delitos; 



 

 
 

(e) Recopilar datos desagregados relacionados con casos de abuso sexual contra niñas y niños que 

involucren a clérigos de la Iglesia Católica Romana y que, en su próximo reporte al Comité, entreguen 

información detallada sobre las condenas y sentencias pronunciadas. 

Asimismo, se observa el deber para que a la infancia se le brinde el medio natural para lograr su crecimiento y 

bienestar, incluyendo la protección y asistencia que sean necesarias para evitar todo tipo de abuso y/o violencia. 

De esta forma, se identifican las necesidades que por derecho tienen las y los niños y, legitima el reclamo social 

y las acciones del Estado para hacerlas cumplir. 

Dentro de las agresiones violentas contra las niñas y niños, especialmente las sexuales son las que necesariamente 

reclaman una gran previsión y atención por parte de las autoridades, ya que estas han ido en aumento, sobre todo 

por clérigos. 

Según la información difundida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), se indica que tan 

sólo en dos años, 2013 y 2014, fueron presentadas 82 quejas por agresiones sexuales y se emitieron 12 

recomendaciones al respecto. Mientras que los 13 años previos -de 2000 a 2012- hubo 112 quejas y fueron 

emitidas solo seis recomendaciones. Sin embargo, por parte de las autoridades federales no hay cifras actualizadas 

de quejas por ese tipo de agresiones.3 

El maltrato infantil puede tener por supuesto consecuencias inmediatas severas, inclusive la muerte, pero también 

conlleva a secuelas físicas y emocionales a mediano y a largo plazo inevitables. 

Por eso, además de ser un delito y una violación a los derechos humanos, el maltrato infantil es un problema de 

salud pública grave al que hay que hacer frente desde una perspectiva jurídica y científica. 

Algunos organismos internacionales, como el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (Unicef), se 

preocupan por el maltrato infantil y sus diferentes expresiones como son: la pornografía infantil, trata de personas, 

niñas y niños trabajadores, explotación sexual, etcétera, además de encaminar sus acciones para mejorar el 

bienestar total de la infancia en el mundo, encargándose de atender los derechos de las y los menores de edad en 

materia de salud, educación, nutrición y rescatarlos de los conflictos armados. 

Este organismo se ha encargado en la última década de sistematizar estadísticas que generan algunos países sobre 

maltrato infantil, sin embargo, estos registros no son suficientes para apreciar la magnitud del problema. Su 

principal preocupación son los niños y las niñas que viven en condiciones de extrema pobreza y/o que pertenecen 

los pueblos originarios. 

Ante el reconocimiento en nuestro país, de que al menos 152 miembros de la Iglesia católica mexicana han sido 

separados de su oficio por presuntos casos de pederastia, según declaraciones del presidente de la Conferencia 

del Episcopado Mexicano (CEM), Rogelio Cabrera López. Es momento de que también las autoridades civiles 

tomen a su cargo la revisión de estos casos y proporcionar justicia a las víctimas de estos “personajes” 

Por ello, como legisladoras y legisladores, es necesario avocarnos a la construcción de las herramientas jurídicas 

que coadyuven en la erradicación de este flagelo social, ya que se sabe que en México no existe un registro 

completo sobre el número de víctimas de abuso sexual cometido por miembros de la Iglesia, pues cada obispo 

del país está encargado de llevar los casos, por ello, para enfrentar esta problemática, es necesario contar con 

información detallada sobre las personas afectadas. 



 

 
 

El crimen del abuso sexual a menores de edad cometidos por un sacerdote es uno de los más deleznables, porque 

no solamente el hecho en sí es reprobable, ya que ejemplifica la actuación de un sujeto que aprovecha su 

investidura ante la indefensión de la víctima menor de edad. 

Al escándalo de la violación se añade el encubrimiento. El escándalo se duplica cuando encuentra la protección 

y el amparo de sus superiores eclesiásticos, pues en lugar de poner a disposición de la justicia penal al sacerdote 

pederasta, su superior -sacerdote, obispo o cardenal- simplemente lo traslada de parroquia, de estado o de país. 

Otro tema en el que también el Estado debe estar atento es a la estancia de niñas, niños y adolescentes en el 

extranjero, ya sea por adopción, reencuentro familiar o cualquier otra forma de migración. Entendiendo la 

adopción como: “adopción internacional es la promovida por ciudadanos de otro país, con residencia fuera del 

territorio nacional”.4 

A fin de asegurar que los derechos de niñas, niños y adolescentes que son sujetos de una estancia en el exterior o 

una adopción internacional sean garantizados y se respete el interés superior de la niñez, la legislación aplicable 

deberá disponer lo que sea necesario. Esto igualmente se extiende hasta garantizar que la adopción o estancia 

internacional “no sea realizada para fines de venta, sustracción, retención u ocultación ilícita, tráfico, trata de 

personas, explotación, las peores formas de trabajo infantil o cualquier ilícito en contra de estos”.5 

Cabe indicar que el procedimiento de adopción internacional le compete al Sistema Nacional DIF (Desarrollo 

Integral de la Familia), en coordinación con la Secretaría de Relaciones Exteriores (Cancillería) y la autoridad 

central del país de residencia habitual de los adoptantes. 

El Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución 

infantil y la utilización de los niños en la pornografía, ratificado por México en 2002, impone a los Estados la 

obligación de integrar en su legislación penal, la conducta de ofrecer, entregar o aceptar por cualquier medio a 

una niña, niño y adolescente con fines de explotación, tráfico de órganos y trabajo forzoso, así como inducir, en 

calidad de intermediario, a las personas a que presten su consentimiento para la adopción de una persona menor 

de edad en violación de los instrumentos jurídicos internacionales en materia de adopción. 

Por eso, en el caso de adopciones internacionales, tiene aplicación la Convención de La Haya sobre la Protección 

de Menores (de edad) y la Cooperación en Materia de Adopción Internacional, ratificada por México en 1993, y 

cuyas disposiciones tienen el objetivo de proteger a las personas adoptadas de los riesgos que conlleva su traslado 

al extranjero, tales como las adopciones ilícitas, la trata de personas, la explotación laboral y sexual, la esclavitud 

y el tráfico de órganos, entre otros. 

El cumplimiento de la Convención de la Haya es obligatorio para los Estados firmantes. En su contenido se 

estipula que: Las adopciones internacionales serán el último recurso cuando la colocación de niñas, niños y 

adolescentes con una familia en su país de origen no sea posible y, atenderán invariablemente, a su interés 

superior. 

Fundamento Legal 

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, 

numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, ponemos a su consideración la presente 

iniciativa. 

Denominación del Proyecto de Ley o Decreto 



 

 
 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona diversos artículos de la Ley de Asociaciones 

Religiosas y Culto Público, y Ley del Servicio Exterior Mexicano. 

Artículo Primero. Se reforman los artículos 6o., párrafo segundo; 8o., fracción I; 29, fracciones IV y V; y se 

adicionan los artículos 31, fracción VI; 32, tercer párrafo, de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, 

para quedar como sigue: 

Artículo 6o. Las iglesias y las agrupaciones religiosas tendrán personalidad jurídica como asociaciones religiosas 

una vez que obtengan su correspondiente registro constitutivo ante la Secretaría de Gobernación, en los términos 

de esta ley. 

Siempre y cuando no contravengan lo establecido en la Constitución, los tratados internacionales de que el 

Estado mexicano sea parte y las leyes nacionales, las asociaciones religiosas se regirán internamente por sus 

propios estatutos, los que contendrán las bases fundamentales de su doctrina o cuerpo de creencias religiosas, y 

determinarán tanto a sus representantes como, en su caso, a los de las entidades y divisiones internas que a ellas 

pertenezcan. Dichas entidades y divisiones pueden corresponder a ámbitos regionales o a otras formas de 

organización autónoma dentro de las propias asociaciones, según convenga a su estructura y finalidades, y podrán 

gozar igualmente de personalidad jurídica en los términos de esta ley. 

... 

Artículo 8o. Las asociaciones religiosas deberán 

I. Sujetarse siempre a la Constitución, a las leyes que de ella emanan y los tratados internacionales de que el 

Estado mexicano sea parte, así como respetar las instituciones del país; 

II. a IV. ... 

Artículo 29. Constituyen infracciones a la presente ley, por parte de los sujetos a que la misma se refiere: 

I. a III. ... 

IV. Promover, la realización de conductas contrarias a los derechos humanos de los individuos, 

especialmente de las niñas, niños y adolescentes u omitir tomar las medidas administrativas o de 

cualquier índole a su alcance, para prevenir o evitar la comisión de tales conductas, por parte de sus 

integrantes, así como evitar informar de manera inmediata a las autoridades competentes la comisión 

de tales conductas; 

V. Ejercer cualquier tipo de violencia o presión moral, mediante agresiones o amenazas, para el logro o la 

realización de sus objetivos, o para evitar la presentación ante la justicia de sus integrantes, quienes 

puedan ser considerados como probables responsables de actos u omisiones tipificados como delitos por 

la ley; 

VI. a XIV. ... 

Artículo 31. Las infracciones a la presente ley se sancionarán tomando en consideración los siguientes elementos: 

I. a V. ... 



 

 
 

VI. El otorgamiento de protección por parte del o los superiores jerárquicos, al subordinado o integrante 

que pudiera ser probable responsable de la comisión de tales conductas, ya sea escondiéndolo, 

cambiándolo de sede, coaccionando a la víctima, directa o indirecta, o cualquier otra forma que evite su 

presentación ante las autoridades correspondientes. 

Artículo 32. A los infractores de la presente ley se les podrá imponer una o varias de las siguientes sanciones, 

dependiendo de la valoración que realice la autoridad de los aspectos contenidos en el artículo precedente: 

I. a V. ... 

... 

... 

Cuando la causa de la infracción esté relacionada con delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa, 

en lo que corresponde a delitos cometidos contra niñas, niños y adolescentes menores de dieciocho años 

y se hubieran actualizado las fracciones IV, V y VI del artículo 31, las sanciones no podrán ser menores 

a las establecidas en las fracciones IV y V del presente artículo. 

Artículo Segundo. Se reforma el artículo 44, fracción I, de la Ley del Servicio Exterior Mexicano, para quedar 

como sigue: 

Artículo 44. Corresponde a los jefes de oficinas consulares: 

I. Proteger, en sus respectivas circunscripciones consulares, los intereses de México y los derechos de sus 

nacionales, de conformidad con el derecho internacional y mantener informada a la secretaría de la condición 

en que se encuentran los nacionales mexicanos, particularmente en los casos en que proceda una protección 

especial. En el caso de que reciban denuncia o tengan noticia criminal por cualquier medio o persona, de 

que una niña, niño o adolescente mexicano menor de 18 años, está siendo objeto de violaciones a los 

derechos que como personas en desarrollo, les otorgan la Constitución, las leyes que de ella emanan y los 

tratados internacionales de que México forma parte, deberán actuar de oficio y tomar de manera 

inmediata, todas las medidas de protección, en coordinación con las autoridades para garantizar la 

integridad física y psicológica de su persona; 

II. a VII. ... 

... 

Transitorios 

Primero. La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Segundo. Quedarán derogadas todas las disposiciones normativas que contravengan a este decreto. 

Notas 

1 Adoptadas por el comité durante su sesión sexagésima novena (18 de mayo a 5 de junio de 2015). 



 

 
 

2 Adoptadas por el Comité durante su sesión sexagésima novena (18 de mayo al 5 de junio de 2015). 

3 Crece ataque sexual en las escuelas, Diario Reforma, 28 diciembre 2015. 

4 México: nueva regulación de la adopción internacional, México, 1 marzo, 2016adopción internacional 

5 Ibidem. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de marzo de 2020. 

Diputada Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica) 

 


